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Bogotá. D.C, 23 de septiembre de 2026.

Honorable Representante
JOSÉ JAIME USCÁTEGUI PASTRANA 
Presidente
Comisión Primera Constitucional
Cámara de Representantes

Doctora
Amparo Yaneth Calderón
Secretaria 	
Comisión Primera Constitucional
Cámara de Representantes

Asunto: Presentación de Informe de ponencia para primer debate del Proyecto de Ley No. 309 de 2026, Cámara, “Por medio de la cual se modifican y adicionan disposiciones de la Ley 599 de 2000, con el fin de sancionar la utilización del ocultamiento de identidad para facilitar la comisión de acto vandálico en el contexto de manifestaciones públicas, y se dictan otras disposiciones - Ley Anti Capuchos”.

Honorable Presidente y respetada Secretaria reciban un cordial saludo.
En cumplimiento a la honrosa designación efectuada por la mesa directiva de la Comisión Primera Constitucional de la Cámara de Representantes y de conformidad con lo establecido en los artículos 150, 153 y 156 de la Ley 5° de 1992, nos permitimos rendir informe de ponencia positiva para primer debate al Proyecto de Ley No. 309 de 2026, Cámara, “Por medio de la cual se modifican y adicionan disposiciones de la Ley 599 de 2000, con el fin de sancionar la utilización del ocultamiento de identidad para facilitar la comisión de acto vandálico en el contexto de manifestaciones públicas, y se dictan otras disposiciones - Ley Anti Capuchos”.

Cordialmente, 


Jaime Ignacio Arizabaleta
Representante a la Cámara
Centro Democrático 






INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE DEL PROYECTO DE LEY No. 309 de 2026 - CÁMARA.

“Por medio de la cual se modifican y adicionan disposiciones de la Ley 599 de 2000, con el fin de sancionar la utilización del ocultamiento de identidad para facilitar la comisión de acto vandálico en el contexto de manifestaciones públicas, y se dictan otras disposiciones - Ley Anti Capuchos”.

El informe de ponencia se desarrollará de la siguiente manera:
1. Antecedentes del trámite legislativo.
2. Objeto.
3. Contenido del proyecto (resumen de c/u art).
4. Marco Jurídico.
5. Justificación del Proyecto de Ley.
6. Consideración del ponente.
7. Pliego de modificaciones.
8. Conflicto de intereses.
9. Impacto Fiscal.
10. Proposición.
11. Texto propuesto para primer debate.

1. ANTECEDENTES DEL TRÁMITE LEGISLATIVOS

La presente iniciativa fue radicada el 1 de septiembre de 2026 en la Secretaría General de la Cámara de Representantes por los Honorables Representantes Jaime Ignacio Arizabaleta Fajardo, Julio César Triana Quintero, Daniel Felipe Briceño Montes, Andrés Felipe Guerra Hoyos, Guillermo Ignacio Alvira Acosta, Juan David Londoño Arango, Luis Eduardo Díaz Mateus, Miguel Ángel Pinto Rueda, publicado en la gaceta del Congreso número 1265 de 2026.
El 22 de septiembre de 2026 la mesa directiva de la Comisión Primera Constitucional Permanente mediante oficio C.P.C.P.3.1. – 0275 - 2026 designó como ponente único al Honorable Representante Jaime Arizabaleta.
       2. OBJETO DEL PROYECTO 
Adoptar medidas para sancionar la comisión de acto vandálico valiéndose del ocultamiento de la identidad en el contexto de manifestaciones públicas, así como también modificar la pena imponible en el artículo 353A de la Ley 599 de 2000.

        3. CONTENIDO DEL PROYECTO
Artículo 1. Objeto: Busca establecer medidas para sancionar los actos vandálicos cometidos durante manifestaciones cuando se oculte deliberadamente la identidad. También pretende modificar las penas por obstrucción de vías públicas previstas en el artículo 353A del Código Penal

Artículo 2. Definiciones: Establece las definiciones de los siguientes conceptos:
· Ocultamiento de identidad: Define como ocultamiento el uso deliberado de máscaras, pasamontañas, prendas u otros elementos para dificultar la identificación de quien comete un acto vandálico.
· Acto vandálico: Considera acto vandálico las conductas intencionales realizadas durante o aprovechando una manifestación que impliquen destruir, incendiar o dañar gravemente bienes, ocupar violentamente inmuebles o ejercer violencia física contra personas.
· Artefactos o elementos peligrosos de fabricación artesanal: Define los objetos o sustancias improvisados o modificados para causar lesiones, dañar bienes, alterar gravemente el orden público o facilitar delitos durante manifestaciones, incluyendo explosivos artesanales, bombas incendiarias y sustancias corrosivas.

Artículo 3. Crea un nuevo delito que se adiciona a la Ley 599 del 200 denominado: Acto vandálico mediante el ocultamiento de identidad durante una manifestación pacífica, establece una pena de 54 a 96 meses de prisión y multa de 50 a 200 salarios mínimos. Además, la pena aumenta entre la mitad y dos terceras partes cuando se utilicen elementos peligrosos o cuando el ataque afecte lugares especialmente protegidos, como colegios, hospitales, organismos de socorro, bienes culturales o servicios públicos esenciales.

Artículo 4. Denominado: Obstrucción a vías públicas que afecten el orden público: Modifica el delito de obstrucción de vías y sanciona a quien incite, dirija, obligue o facilite una obstrucción realizada por medios ilícitos cuando esta afecte gravemente la vida, salud pública, seguridad alimentaria, medio ambiente o derecho al trabajo.
La conducta tendría una pena de 54 a 96 meses de prisión, multa de 50 a 200 salarios mínimos e inhabilidad para ejercer derechos y funciones públicas durante el mismo término de la prisión. El parágrafo excluye las movilizaciones realizadas con permiso de la autoridad competente bajo el artículo 37 de la Constitución.

Artículo 5. Vigencia y derogatorias: Establece que la ley comenzaría a regir desde su promulgación. También dispone que quedan derogadas las normas anteriores que resulten incompatibles con esta nueva ley.

4. MARCO JURÍDICO
[bookmark: _heading=h.l77tt1vohzzj]4.1 Fundamento constitucional
El marco constitucional del proyecto se estructura sobre dos ejes: i) protección reforzada de la protesta pacífica; y ii) deber estatal de proteger la vida, la convivencia, los bienes públicos y privados, la seguridad y los derechos de terceros.
En primer lugar, los artículos 1 y 2 de la Constitución sirven como fundamento general: Colombia es un Estado social de derecho fundado, entre otros, en la prevalencia del interés general, y son fines esenciales del Estado garantizar la efectividad de los derechos, asegurar la convivencia pacífica y proteger a todas las personas en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades.
En segundo lugar, en nuestra Constitución encontramos que, el artículo 20 protege la libertad de expresión; el artículo 37 protege la reunión y manifestación pública pacífica; y el artículo 40 reconoce la participación ciudadana en la conformación, ejercicio y control del poder político. 
En tercer lugar, el artículo 29 de la Constitución impone el debido proceso, la presunción de inocencia, la legalidad penal y la prohibición de juzgar a una persona sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa. En cuarto lugar, los artículos 58 y 82 resultan pertinentes porque protegen la propiedad privada, la función social de la propiedad, el espacio público y su destinación al uso común. Bajo ese marco, el legislador puede proteger penalmente bienes públicos, infraestructura de transporte, bienes de uso público, bienes de utilidad social, patrimonio cultural y propiedad privada.
[bookmark: _heading=h.ock17q1r4o94]4.2. Bloque de constitucionalidad y estándares convencionales
El artículo 93 de la Constitución integra al parámetro de control constitucional los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia. En esta materia son relevantes la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.
La Convención Americana protege la libertad de expresión en su artículo 13 y admite responsabilidades ulteriores fijadas por Ley cuando sean necesarias para proteger derechos de terceros, seguridad nacional, orden público, salud o moral públicas. También reconoce en el artículo 15 el derecho de reunión pacífica y sin armas, permitiendo restricciones legales necesarias en una sociedad democrática por razones de seguridad nacional, seguridad o tranquilidad públicas, orden público, salud o moral públicas, o derechos y libertades de los demás.
El Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas, en la Observación General No. 37 sobre el artículo 21 del PIDCP, ha indicado que el derecho de reunión pacífica no se ejerce mediante violencia; además, señala que la violencia suele implicar uso de fuerza física contra otras personas que pueda causar lesiones, muerte o daños graves a bienes. Ese estándar permite diferenciar entre manifestantes pacíficos protegidos y autores de actos violentos o destructivos que salen del ámbito protegido por el derecho de reunión.
La Corte Constitucional ha reconocido que los derechos de reunión y manifestación pública y pacífica deben interpretarse de conformidad con los instrumentos internacionales que integran el bloque de constitucionalidad. En la Sentencia C-223 de 2017, M.P. Alberto Rojas Ríos, la Corporación examinó el alcance constitucional del derecho de reunión y manifestación y destacó su relación con el artículo 15 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el artículo 21 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. En este sentido, la Corte reiteró que la protección constitucional se encuentra vinculada al carácter pacífico y sin armas de las reuniones y manifestaciones, y que las restricciones a su ejercicio deben estar previstas en la Ley y satisfacer las exigencias de necesidad, proporcionalidad y respeto por el contenido esencial del derecho. 
[bookmark: _heading=h.r5i0duplma7s]4.3 Marco legal penal vigente.
El Código Penal colombiano contiene tipos aplicables a conductas que, en lenguaje común, suelen denominarse “acto vandálico”. El artículo 265 sanciona el daño en bien ajeno, consistente en destruir, inutilizar, hacer desaparecer o dañar de cualquier modo bien ajeno, mueble o inmueble. El artículo 266 prevé circunstancias de agravación cuando el daño recae, entre otros, sobre objetos de interés científico, histórico, asistencial, educativo, cultural o artístico, bienes de uso público, bienes de utilidad social o bienes del patrimonio cultural de la Nación.
También existen tipos penales conexos que pueden activarse en escenarios de violencia durante protestas: incendio, artículo 350; daño en obras de utilidad social, artículo 351; obstrucción a vías públicas que afecten el orden público, artículo 353A; empleo o lanzamiento de sustancias u objetos peligrosos, artículo 359; fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones, artículo 365; fabricación, tráfico y porte de armas, municiones de uso restringido, de uso privativo de las Fuerzas Armadas o explosivos, artículo 366; y violencia contra servidor público, artículo 429. La Fiscalía, en la Directiva 001 de 2024, identificó precisamente varios de esos delitos como hipótesis que pueden presentarse en contextos de protesta cuando se supera el ámbito de la manifestación pacífica.
El antecedente normativo más importante para este proyecto es el artículo 353B del Código Penal, adicionado por la Ley 2197 de 2022, que contempla agravación cuando en la obstrucción a vías públicas se emplean máscaras o elementos similares que sirvan para ocultar la identidad o dificultarla. Este antecedente demuestra que el legislador ya ha considerado jurídicamente relevante el ocultamiento de identidad cuando acompaña la comisión de una conducta punible, pero no autoriza a castigar el simple uso de elementos de cobertura facial.
Sin embargo, aunque el Código Penal sanciona individualmente diversas conductas comúnmente denominadas “acto vandálico” y contempla agravantes relacionadas con el ocultamiento en supuestos específicos, no existe actualmente un tipo penal autónomo que tipifique, de manera expresa y general, la comisión de tales actos mediante el ocultamiento deliberado de la identidad en el contexto de manifestaciones públicas. La regulación vigente es fragmentaria y exige acudir a los delitos subyacentes y, cuando proceda, a las circunstancias de agravación previstas en la Ley; por ello, la iniciativa pretende establecer un tratamiento penal específico, sin convertir el simple uso de máscaras o elementos de cobertura facial en delito. 
Ahora bien, La incorporación del artículo 353C en el Título XII del Libro II del Código Penal, correspondiente a los delitos contra la seguridad pública, se justifica en que las conductas que se pretenden sancionar no se limitan a afectar bienes jurídicos de carácter individual, sino que tienen la capacidad de alterar la tranquilidad, la convivencia y el normal desarrollo de las actividades de la comunidad. La Corte Constitucional ha señalado que la seguridad pública se lesiona cuando “se altera la tranquilidad en la comunidad y se genera desconfianza colectiva para el ejercicio de las actividades ordinarias”.
En este sentido, el acto vandálico cometido en el marco de manifestaciones públicas y aprovechando deliberadamente el ocultamiento de la identidad pueden generar una afectación colectiva que trasciende el daño concreto ocasionado a personas o bienes determinados. Por ello, resulta jurídicamente coherente ubicar el artículo 353C dentro de los delitos contra la seguridad pública, pues su finalidad es proteger a la comunidad frente a conductas que, bajo estas circunstancias, pueden perturbar la tranquilidad y el normal desarrollo de la vida social, sin criminalizar el derecho fundamental a la reunión y manifestación pública ni el simple uso de elementos para cubrir el rostro.
La propuesta se estructura bajo los principios propios de un derecho penal de acto, y no de un derecho penal de autor. El reproche penal no recae sobre las características personales del individuo, sus ideas, su forma de vestir, su participación en una manifestación pública ni sobre el simple hecho de ocultar su identidad. Por el contrario, la responsabilidad surge exclusivamente de la realización de una conducta concreta, exteriorizada y jurídicamente relevante, consistente en cometer acto vandálico aprovechándose deliberadamente del ocultamiento de la identidad en el contexto de una manifestación pública.
En consecuencia, el artículo 353C no pretende establecer una presunción de peligrosidad respecto de quienes utilizan elementos para cubrir su rostro, ni atribuir responsabilidad penal por las condiciones personales del autor. La norma exige la concurrencia de elementos objetivos y verificables de la conducta, de manera que se sanciona el acto efectivamente realizado y no a la persona por lo que es o representa. Esta delimitación resulta fundamental para garantizar los principios de legalidad, culpabilidad y responsabilidad por el acto, al tiempo que permite diferenciar el ejercicio legítimo de la protesta de aquellas conductas que, en su desarrollo, lesionan bienes jurídicos protegidos por el derecho penal.
4.4 Jurisprudencia constitucional aplicable.
La Sentencia C-742 de 2012, expediente D-8991, M.P, María Victoria Calle Correa, la Corte Constitucional analizó el delito de obstrucción a vías públicas que afecten el orden público y precisó que la protesta no puede ser criminalizada por la sola ocupación temporal del espacio público. Para que exista delito debe acreditarse una afectación concreta a bienes jurídicos como la vida humana, la salud pública, la seguridad alimentaria, el medio ambiente o el derecho al trabajo.
La Sentencia C-014 de 2023, expediente D-14677 AC, M.P, María Victoria Calle Correa es el precedente más específico sobre ocultamiento de identidad. La Corte estudió la Ley 2197 de 2022 y aceptó la agravación por uso de máscaras o elementos similares en el delito de obstrucción a vías públicas, pero bajo una lectura estricta: el uso del elemento debe tener relevancia penal cuando se emplea para ocultar la identidad o dificultarla, con incidencia en la persecución penal.
La Sentencia T-227 expediente T-10.611.925, M.P, Diana Constanza Fajardo Rivera, 5 de junio de 2025. reiteró que participar anónimamente, cubrirse el rostro o utilizar capuchas puede formar parte del ejercicio legítimo de la libertad de expresión y de la protesta pacífica. Este pronunciamiento no impide la iniciativa legislativa; por el contrario, delimita su contenido constitucionalmente admisible: el ocultamiento legítimo debe permanecer protegido, mientras que su utilización funcional y deliberada para cometer delitos puede recibir una respuesta penal diferenciada.
La Sentencia del Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, de 15 de julio de 2026, expediente 50001-23-33-000-2019-00211-02 (74.455), M.P. Fredy Ibarra Martínez, constituye un antecedente reciente frente a los límites del derecho a la protesta. En esta providencia, el Consejo de Estado reiteró que, si bien la protesta constituye un derecho fundamental y un mecanismo legítimo de participación democrática, su ejercicio debe armonizarse con los derechos de terceros y con los demás bienes jurídicos protegidos por el ordenamiento. En consecuencia, cuando las actuaciones desarrolladas en el marco de una manifestación exceden el ámbito propio de la protesta y generan afectaciones jurídicamente relevantes, pueden producir consecuencias jurídicas para quienes resulten responsables. (Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, Sentencia del 15 de julio de 2026, Rad. 50001-23-33-000-2019-00211-02 (74.455), M.P. Fredy Ibarra Martínez).
Este precedente resulta pertinente para la presente iniciativa, pues reafirma que la protección constitucional de la protesta no puede entenderse como una habilitación para afectar de manera ilegítima los derechos de otras personas o desarrollar conductas violentas o ilícitas. La existencia de límites al ejercicio de este derecho no implica desconocer su importancia dentro del Estado Social de Derecho, sino garantizar su armonización con la protección de la vida, la integridad, la propiedad, el trabajo y demás bienes jurídicos constitucionalmente protegidos. En este sentido, el proyecto busca establecer una respuesta jurídica diferenciada frente a quienes, excediendo el ámbito de la protesta pacífica, ejecuten actos violentos o gravemente destructivos y utilicen deliberadamente el ocultamiento de su identidad para dificultar su identificación, sin afectar a quienes ejercen legítimamente el derecho fundamental a la manifestación pública y pacífica.
5. JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO DE LEY
El presente proyecto de ley responde a la necesidad de establecer una regulación penal específica frente al fenómeno de la utilización del ocultamiento de identidad como mecanismo para facilitar la comisión de actos vandálicos durante manifestaciones públicas. La iniciativa no pretende sancionar el uso de capuchas, máscaras o elementos similares como manifestación individual de autonomía o como expresión propia dentro de escenarios colectivos, sino aquellos eventos en los cuales dichos elementos son empleados deliberadamente para impedir la identificación de responsables, favorecer la ejecución de actos delincuenciales y generar condiciones de impunidad frente a afectaciones contra la vida, la integridad personal, el patrimonio público y privado, la seguridad ciudadana, entre otros.
La problemática objeto de regulación se encuentra relacionada con una modalidad específica de criminalidad circunstancial en la cual algunos individuos aprovechan escenarios legítimos de concentración ciudadana para ejecutar conductas violentas bajo condiciones de anonimato. El ocultamiento de identidad, cuando es utilizado con una finalidad delictiva, genera una afectación adicional al ejercicio de la función investigativa del Estado, debido a que dificulta la individualización de los responsables y reduce la capacidad institucional para garantizar una respuesta efectiva frente a daños ocasionados a la comunidad.
Desde la perspectiva del derecho penal, el uso de elementos destinados a ocultar la identidad constituye un factor que puede incrementar la capacidad del sujeto activo para ejecutar la conducta punible y evadir la acción de las autoridades. En este sentido, la presente iniciativa se fundamenta en el principio de protección de bienes jurídicos, entendido como la facultad del Estado para intervenir mediante el derecho penal cuando determinadas conductas afectan intereses esenciales para la convivencia social. Como lo ha señalado la Corte Constitucional, el legislador cuenta con un margen de configuración en materia penal para establecer conductas punibles y circunstancias de agravación cuando estas respondan a criterios de razonabilidad, proporcionalidad y protección constitucional.
La Corte Constitucional, mediante la Sentencia C-365 de 2012, reconoció que corresponde al Congreso de la República definir la política criminal del Estado y establecer los comportamientos que requieren una respuesta penal, siempre que las medidas adoptadas respeten los límites constitucionales. En consecuencia, la creación de un tipo penal autónomo relacionado con actos vandálicos cometidos mediante ocultamiento de identidad constituye una herramienta legítima de política criminal dirigida a responder frente a una modalidad específica de afectación del orden público.
Asimismo, la Corte Constitucional ha señalado que la protección constitucional de las libertades individuales no puede comprender aquellas actuaciones que instrumentalizan derechos fundamentales para cometer delitos. En la Sentencia C-309 de 1997, la Corporación reiteró que ningún derecho fundamental es absoluto y que su ejercicio encuentra límites en los derechos de los demás, el orden jurídico y el interés general. Bajo esta premisa, el uso de una capucha o elemento de ocultamiento de identidad puede encontrarse protegido cuando responde a una expresión personal legítima; sin embargo, pierde dicha protección constitucional cuando se convierte en un medio para facilitar ataques contra personas, bienes o infraestructura pública.
La necesidad de esta regulación también se fundamenta en la protección del orden constitucional y la seguridad ciudadana. Los actos vandálicos ejecutados bajo anonimato afectan no solamente bienes materiales, sino también la confianza ciudadana en las instituciones, la capacidad del Estado para garantizar la convivencia pacífica y el normal funcionamiento de servicios esenciales. Por ello, resulta necesario que el ordenamiento jurídico contemple una respuesta diferenciada frente a quienes utilizan mecanismos de ocultamiento de identidad para aumentar su capacidad ofensiva o dificultar la acción de la justicia.
En el ámbito internacional, los estándares de derechos humanos reconocen que los Estados pueden adoptar medidas legislativas orientadas a proteger la seguridad pública y los derechos de terceros frente a conductas violentas desarrolladas durante reuniones o manifestaciones. El artículo 21 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, incorporado al ordenamiento colombiano mediante la Ley 74 de 1968, establece que el derecho de reunión pacífica puede estar sujeto a restricciones legales necesarias para proteger la seguridad pública, el orden público y los derechos y libertades de los demás. De igual manera, el artículo 15 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, aprobada mediante la Ley 16 de 1972, reconoce límites legítimos al derecho de reunión cuando sea necesario garantizar una sociedad democrática.
En este contexto, la presente iniciativa legislativa busca establecer una herramienta jurídica proporcional frente a una conducta concreta: la utilización del ocultamiento de identidad como medio para ejecutar actos vandálicos. La finalidad del proyecto no es criminalizar la protesta social ni establecer una prohibición general sobre el uso de prendas que cubran el rostro, sino impedir que el anonimato sea utilizado como una ventaja para cometer delitos y afectar bienes jurídicos fundamentales.
La incorporación de este nuevo tipo penal permitirá fortalecer la capacidad de respuesta del Estado frente a conductas que comprometen la seguridad ciudadana y la convivencia democrática, garantizando al mismo tiempo una protección efectiva del derecho fundamental a la protesta pacífica. De esta manera, el proyecto busca consolidar un equilibrio constitucional entre libertad y responsabilidad, asegurando que los espacios de participación democrática no sean utilizados como escenarios para la comisión de actos violentos bajo mecanismos de ocultamiento de identidad.


5.1 Casos reportados por razón de acto vandálicos con uso de capuchas en manifestaciones en el ejercicio pacifico de la protesta en Colombia 2021-2026
En Colombia, durante el periodo comprendido entre 2021 y 2026, se desarrollaron diversas jornadas de protesta social amparadas por el derecho fundamental a la reunión y manifestación pública. No obstante, en algunas de estas movilizaciones, autoridades y entidades territoriales reportaron la ocurrencia de hechos vandálicos cometidos por determinados individuos que utilizaron elementos de ocultamiento de identidad, como capuchas o máscaras, con el propósito de dificultar su identificación durante la comisión de conductas que afectaron bienes públicos, infraestructura urbana y derechos de terceros.
Paro Nacional de 2021: En el marco de las movilizaciones sociales iniciadas en abril de 2021, distintas autoridades reportaron que, pese al carácter ciudadano y pacífico de gran parte de las jornadas de protesta, en algunos puntos del país se presentaron hechos aislados de vandalismo, incluyendo daños a bienes públicos y privados, ataques contra infraestructura y afectaciones al orden público. La Policía Nacional informó capturas e investigaciones por conductas como daño en bien ajeno, obstrucción de vías públicas y violencia contra servidor público ocurridas durante algunas jornadas de manifestación.
https://www.policia.gov.co/noticia/van-185-capturas-por-hechos-vandalicos-delictivos-los-ultimos-dias
Manifestaciones del 1 de mayo de 2024 en Bogotá: Durante una jornada de movilización social desarrollada en la capital del país, autoridades y medios de comunicación reportaron que algunos participantes encapuchados realizaron actos vandálicos contra bienes públicos y privados, incluyendo daños a buses del Sistema Integrado de Transporte Público (SITP) y afectaciones a fachadas en el centro de la ciudad. Estos hechos fueron diferenciados del ejercicio legítimo de la protesta pacífica.
https://www.noticiascaracol.com/colombia/bogota/actos-vandalicos-de-encapuchados-durante-marchas-del-1-de-mayo-en-bogota-rg10
Hechos relacionados con grupos investigados por actos violentos en Bogotá (2024-2025): Autoridades judiciales reportaron investigaciones contra personas señaladas de participar en hechos violentos durante manifestaciones públicas. Según los reportes oficiales, algunos individuos utilizaban capuchas, máscaras y otros elementos para evitar su identificación, además de emplear artefactos peligrosos artesanales contra infraestructura pública, estaciones de transporte y miembros de la Fuerza Pública.
https://www.policia.gov.co/noticia/cayeron-los-ppp-responsables-16-actos-violentos-en-bogota
Manifestaciones en Bogotá de 2026: En jornadas de movilización realizadas durante 2026, autoridades distritales reportaron afectaciones al mobiliario urbano, estaciones de transporte, establecimientos comerciales y otros bienes públicos y privados, atribuidas a algunos participantes encapuchados que habrían utilizado elementos para ocultar su identidad durante los hechos vandálicos.
https://dadep.gov.co/noticias/bogota-rechaza-actos-de-vandalismo-que-afectaron-el-mobiliario-publico-en-marchas
Estos antecedentes evidencian una problemática jurídica específica: aunque el uso de elementos como capuchas o máscaras puede encontrarse relacionado con expresiones individuales de autonomía, identidad o participación dentro de una manifestación, su utilización como mecanismo para facilitar la comisión de delitos genera una tensión constitucional frente a otros bienes jurídicos como la vida, la integridad personal, la seguridad ciudadana, el patrimonio público y privado y la convivencia pacífica. En consecuencia, el presente proyecto de ley busca establecer una respuesta penal frente al uso instrumental del ocultamiento de identidad cuando este sea empleado para facilitar actos vandálicos, sin afectar el ejercicio legítimo del derecho fundamental a la protesta pacífica.
6. CONSIDERACIÓN DEL PONENTE.
Como ponente del presente proyecto de ley, considero que la iniciativa sometida a consideración del Congreso de la República responde a una problemática concreta que ha sido evidenciada en diferentes jornadas de manifestación pública en Colombia: la ocurrencia de actos violentos, daños contra bienes públicos y privados, afectaciones a infraestructura esencial y agresiones contra personas que, en determinados casos, han sido ejecutados por individuos que utilizan elementos destinados a ocultar o dificultar su identificación. El propósito de la iniciativa no es restringir el derecho fundamental a la reunión, manifestación pública y protesta pacífica, sino establecer herramientas jurídicas que permitan diferenciar el ejercicio legítimo de estos derechos de aquellas conductas que, bajo el contexto de una movilización, exceden claramente sus límites constitucionales y legales.
La Corte Constitucional ha señalado que los derechos de reunión y manifestación pública y pacífica constituyen pilares de la democracia participativa y se encuentran estrechamente relacionados con la libertad de expresión y la participación ciudadana. Sin embargo, la misma Corte ha precisado que la protección constitucional está condicionada al carácter pacífico de la manifestación y que las reuniones violentas o aquellas cuyo objetivo sea la comisión de delitos se encuentran fuera del ámbito material de protección del artículo 37 de la Constitución. En la Sentencia C-009 de 2018, la Corte sostuvo que “sólo la protesta social pacífica goza de protección constitucional” y explicó que las manifestaciones violentas y los objetivos ilícitos no hacen parte del ámbito protegido por este derecho. (Corte Constitucional, Sentencia C-009 de 2018).
Desde esta perspectiva, el presente proyecto parte de una premisa que considero esencial: no puede confundirse la protesta pacífica con los actos delincuenciales cometidos dentro del contexto de una manifestación. Una persona que participa pacíficamente en una movilización ejerce un derecho constitucional; una persona que, aprovechando la concentración de ciudadanos, destruye deliberadamente bienes, utiliza artefactos peligrosos, incendia infraestructura, agrede físicamente a otras personas o ejecuta otras conductas penalmente relevantes está desarrollando una conducta diferente, que debe ser individualmente investigada y, de ser procedente, sancionada conforme a la ley penal.
Esta diferenciación adquiere especial relevancia cuando el autor de la conducta vandálica utiliza deliberadamente una capucha, máscara, pasamontañas u otro elemento con la finalidad de ocultar su identidad y dificultar su posterior individualización. El ordenamiento jurídico colombiano ya reconoce esta circunstancia. El artículo 353B del Código Penal, incorporado por la Ley 2197 de 2022, establece como circunstancia de agravación punitiva el empleo de máscaras o elementos similares que sirvan para ocultar la identidad o dificultarla cuando se configura el delito de obstrucción a vías públicas que afecten el orden público. (Ley 599 de 2000, art. 353B).
La constitucionalidad de esta regulación fue examinada directamente por la Corte Constitucional en la Sentencia C-014 de 2023. En dicha providencia, la Corte consideró que el agravante puede ser constitucionalmente admisible cuando el ocultamiento de identidad se encuentra vinculado con la comisión del delito y tiene como propósito dificultar o impedir la identificación del responsable. La Corte explicó que el elemento subjetivo de la disposición consiste precisamente en que el sujeto utilice el elemento de ocultamiento con la intención de dificultar o impedir el ejercicio de la acción penal en su contra. (Corte Constitucional, Sentencia C-014 de 2023).
Por lo anterior, considero que la importancia del presente proyecto radica precisamente en establecer una diferenciación jurídica clara entre quien utiliza una prenda para cubrir su rostro dentro de una manifestación pacífica y quien, en cambio, utiliza deliberadamente el ocultamiento de su identidad mientras ejecuta una conducta violenta o gravemente destructiva. El proyecto no parte de una presunción según la cual una persona encapuchada sea necesariamente delincuente; por el contrario, exige la existencia de una conducta delictiva y una relación entre el ocultamiento de identidad y la comisión de dicha conducta.
La necesidad de contar con instrumentos adecuados frente a este fenómeno se encuentra respaldada por antecedentes concretos ocurridos en el país. Durante las jornadas de manifestación de 2021, la Policía Nacional informó que, para el 30 de abril de ese año, se habían producido 185 capturas relacionadas con hechos vandálicos y delictivos ocurridos en el marco de las movilizaciones, principalmente por daño en bien ajeno, obstrucción de vías públicas, hurto y ataque a servidor público. La misma institución precisó que la mayoría de las jornadas de manifestación pública y pacífica habían transcurrido con normalidad, lo cual resulta especialmente importante para la presente iniciativa, pues evidencia que la respuesta estatal debe dirigirse contra los responsables de conductas concretas y no contra la totalidad de quienes ejercen el derecho a la protesta. (Policía Nacional de Colombia, 30 de abril de 2021).
Existen, además, casos específicos en los cuales las autoridades documentaron la participación de personas encapuchadas en hechos de violencia y destrucción. El 23 de junio de 2021, la Secretaría Distrital de Gobierno de Bogotá informó que durante una jornada de movilizaciones un grupo de personas encapuchadas vandalizó el Portal de Suba mediante el lanzamiento de piedras y bombas incendiarias, ocasionando la ruptura de ventanales e intentando prender fuego a las instalaciones del sistema de transporte. La autoridad distrital informó igualmente que una persona fue capturada y puesta a disposición de la Fiscalía. (Secretaría Distrital de Gobierno de Bogotá, 24 de junio de 2021).
De igual manera, durante las movilizaciones del 26 de mayo de 2021, la Secretaría Distrital de Gobierno informó que en el Portal de las Américas algunas personas encapuchadas rompieron las rejas de acceso, atacaron los ventanales del ingreso peatonal y vandalizaron y prendieron fuego al interior del Super CADE. Según la información oficial, ocho personas fueron detenidas y trasladadas a la URI de Kennedy por conductas que comprendían asonada, lanzamiento de objetos contundentes y daño en bien público. (Secretaría Distrital de Gobierno de Bogotá, 26 de mayo de 2021).
Los efectos de estos hechos no se limitaron a los daños materiales producidos durante las jornadas de movilización. En el caso del Portal de las Américas, por ejemplo, el Distrito informó posteriormente que el Super CADE tuvo que permanecer cerrado para adelantar reparaciones derivadas de los daños ocasionados durante los actos vandálicos. Asimismo, la Unidad Administrativa Especial de Servicios Públicos informó que la vandalización de luminarias y de un transformador produjo la interrupción del alumbrado público en el sector, afectando aproximadamente 200 luminarias. (Bogotá.gov.co, mayo de 2021).
Estos antecedentes permiten identificar la relevancia de proteger determinados bienes que, por su naturaleza, tienen una importancia especial para la sociedad. Por ello, el proyecto contempla una consecuencia más gravosa cuando se utilicen artefactos peligrosos de fabricación artesanal, explosivos o sustancias corrosivas, o cuando las conductas recaigan sobre establecimientos educativos, instituciones prestadoras de servicios de salud, organismos de socorro, bienes de interés cultural o infraestructura destinada a servicios públicos esenciales. La razón de esta diferenciación no se encuentra únicamente en el valor económico de los bienes afectados, sino en las consecuencias que su destrucción puede generar sobre derechos fundamentales y sobre la prestación de servicios indispensables para la ciudadanía.
Considero igualmente importante señalar que el proyecto encuentra un antecedente directo en la legislación penal vigente. El artículo 353A del Código Penal ya sanciona la obstrucción a vías públicas que afecten el orden público cuando se realiza mediante medios ilícitos y se genera afectación sobre bienes jurídicos como la vida humana, la salud pública, la seguridad alimentaria, el medio ambiente o el derecho al trabajo. El artículo 353B, a su vez, contempla como circunstancia de agravación el empleo de máscaras o elementos similares para ocultar o dificultar la identidad. (Ley 599 de 2000, arts. 353A y 353B).
En este sentido, la iniciativa que se presenta constituye un desarrollo de una línea de política criminal que ya existe dentro del ordenamiento jurídico colombiano. No se pretende crear una relación artificial entre protesta y delito, sino reconocer que determinadas conductas delictivas pueden desarrollarse dentro del contexto de una manifestación y que, cuando el autor utiliza deliberadamente el ocultamiento de identidad para dificultar su individualización, dicha circunstancia puede tener relevancia para la respuesta penal.
Adicional, resulta pertinente destacar un antecedente reciente del Consejo de Estado que reafirma la necesidad de establecer límites jurídicos claros frente a actuaciones que, aun desarrollándose en el contexto de una protesta social, terminan afectando de manera directa derechos de terceros y bienes jurídicos constitucionalmente protegidos. El 31 de agosto de 2026, el Consejo de Estado informó la decisión mediante la cual declaró patrimonialmente responsables a la Corporación Comunitaria Juntas de Acción Comunal Área de Influencia Directa San Isidro de Chichimene (CJAID) y a su expresidenta, condenándolas solidariamente a reparar los perjuicios económicos ocasionados a Ecopetrol como consecuencia de los bloqueos realizados en la Estación Chichimene, ubicada en Acacías, Meta. Los hechos objeto del proceso tuvieron lugar entre el 31 de julio y el 15 de agosto de 2017, periodo durante el cual se bloquearon los accesos a la estación, se restringió el ingreso de trabajadores y contratistas y se dificultó el traslado de maquinaria e insumos necesarios para el desarrollo de las operaciones. (Consejo de Estado, 31 de agosto de 2026).
Esta decisión resulta especialmente relevante para el análisis del presente proyecto, en la medida en que el Consejo de Estado reconoció que el ejercicio del derecho a la protesta debe armonizarse con los demás derechos y bienes jurídicos protegidos por el ordenamiento constitucional. En el caso concreto, la Corporación determinó que las actuaciones desarrolladas excedieron los límites del derecho a la protesta, debido a que produjeron una afectación directa sobre el derecho de propiedad y sobre el normal desarrollo de la actividad económica de la empresa afectada. El Consejo de Estado señaló que la protesta fue utilizada como mecanismo de presión que excedió su función constitucional y democrática al generar una afectación directa sobre derechos de terceros. (Consejo de Estado, 31 de agosto de 2026).
La importancia de este precedente para la iniciativa que se somete a consideración del Congreso radica en que permite reafirmar que la protección constitucional de la protesta no supone una autorización para afectar indiscriminadamente los derechos de terceros ni para desarrollar conductas que trasciendan los límites propios de una manifestación pacífica. El derecho a la protesta constituye un elemento esencial de la democracia y debe ser protegido por las instituciones; sin embargo, su ejercicio debe coexistir con la protección de la vida, la integridad personal, la propiedad, el derecho al trabajo, la prestación de servicios esenciales y los demás derechos reconocidos por la Constitución.
El pronunciamiento del Consejo de Estado adquiere especial relevancia si se analiza conjuntamente con la jurisprudencia de la Corte Constitucional. Mientras la Corte Constitucional ha establecido que las manifestaciones violentas y aquellas orientadas a la comisión de delitos se encuentran fuera del ámbito material de protección del artículo 37 de la Constitución, el Consejo de Estado ha mostrado, desde el ámbito de la responsabilidad patrimonial, que las actuaciones desarrolladas en el contexto de una protesta pueden generar consecuencias jurídicas cuando producen una afectación demostrada sobre los derechos de terceros. (Corte Constitucional, Sentencia C-009 de 2018; Consejo de Estado, 31 de agosto de 2026).
Este marco jurisprudencial permite sustentar la necesidad de que el ordenamiento jurídico cuente con instrumentos adecuados para responder frente a aquellas conductas que exceden el ejercicio legítimo de la protesta. El presente proyecto se ubica precisamente dentro de esa necesidad de diferenciación: no busca sancionar la manifestación pública, ni la expresión de inconformidades sociales, políticas o económicas, sino establecer consecuencias jurídicas frente a quienes, en el contexto de una movilización, ejecuten deliberadamente actos violentos o gravemente destructivos y, adicionalmente, utilicen mecanismos de ocultamiento de identidad para dificultar su identificación.
[bookmark: _heading=h.6qzpablf7lme]Por las anteriores consideraciones, estimo que el proyecto cuenta con fundamentos constitucionales, legales y materiales suficientes para continuar su trámite legislativo, bajo el entendido de que su aplicación deberá dirigirse exclusivamente contra quienes incurran individualmente en las conductas definidas por la ley y no contra quienes ejerzan legítimamente el derecho fundamental a la protesta pacífica. La iniciativa busca, en últimas, establecer una respuesta jurídica frente a quienes traspasan los límites constitucionales de la manifestación y utilizan el anonimato como mecanismo para facilitar la comisión de actos violentos o dificultar la acción de la justicia, preservando al mismo tiempo el carácter fundamental de la protesta pacífica dentro de nuestro sistema democrático.
7. PLIEGO DE MODIFICACIONES.
El presente Proyecto de Ley no contempla modificaciones. 

8. CONFLICTO DE INTERÉS: 
El artículo 286 de la Ley 5 de 1992, modificado por el artículo 1 de la ley 2003 de 2019, establece el régimen de conflicto de interés de los congresistas, en los siguientes términos:
"Artículo 286. Régimen de conflicto de interés de los congresistas”. Todos los congresistas deberán declarar los conflictos de intereses que pudieran surgir en el ejercicio de sus funciones.
Se entiende como conflicto de interés una situación donde la discusión o votación de un proyecto de ley o acto legislativo o artículo, pueda resultar en un beneficio particular, actual y directo a favor del congresista.
a) Beneficio Particular: Aquel que otorga un privilegio o genera ganancias o crea indemnizaciones económicas o elimina obligaciones a favor del congresista de las que no gozan el resto de los ciudadanos. Modifique normas que afecten investigaciones penales, disciplinarias, fiscales o administrativas a las que se encuentre formalmente vinculado.

b) Beneficio actual: Aquel que efectivamente se configura en las circunstancias presentes y existentes al momento en el que el congresista participa de la decisión.

c) Beneficio directo:  Aquel que se produzca de manera específica respecto del congresista, de su cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes dentro del segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil.

De conformidad con la jurisprudencia del Consejo de Estado y la Corte Constitucional, para que se configure el conflicto de intereses como causal de pérdida de investidura deben presentarse las siguientes condiciones o supuestos:
(i) Que existe un interés directo, particular y actual: moral o económico.
(ii) Que el congresista no manifieste su impedimento o pesar de que exista un interés directo en la decisión que se ha de tomar
(iii) Que el congresista no haya sido separado del asunto mediante recusación
(iv) Que el congresista haya participado en los debates y/o haya votado
(v) Que la participación del congresista se haya producido en relación con el trámite de leyes o de cualquier otro asunto sometido a su conocimiento

De igual forma la Sentencia SU-S79 de 2017, estableció que no es suficiente con la acreditación del factor objetivo del conflicto de intereses, es decir, que exista una relación de consanguinidad entre el congresista y un familiar que pueda percibir un eventual beneficio. Deben ser dotadas de contenido de acuerdo con las circunstancias específicas del caso concreto. Lo anterior hace notar, que la razón de ser del régimen de conflictos de interés parlamentario, es preservar la rectitud de la conducta de los congresistas, que deben actuar siempre consultando la justicia y el bien común, como manda el artículo 133 de la Constitución.
Por todo lo anterior, los ponentes consideran que el proyecto de ley que se pone a consideración en el presente documento, no genera conflicto de interés, debido a que no crea beneficios particulares, actuales o directos para los congresistas, ni para sus familiares en los grados de consanguinidad establecidos en la ley.
En suma, se considera que este proyecto se enmarca en lo dispuesto por el literal a del artículo primero de la Ley 2003 de 2019 sobre las hipótesis de cuando se entiende que no hay conflicto de interés; no obstante, es pertinente aclarar que los conflictos de interés son personales y corresponde a cada Congresista evaluarlos y declararlos si es necesario.


9. IMPACTO FISCAL
El presente proyecto de ley es una iniciativa de carácter penal y de política criminal que no contempla la creación de nuevas entidades, dependencias, plantas de personal, programas administrativos ni apropiaciones presupuestales específicas a cargo de la Nación. La iniciativa tiene por objeto adicionar un nuevo tipo penal a la Ley 599 de 2000 – Código Penal, relacionado con el uso del ocultamiento de identidad como medio para facilitar la comisión de conductas delictivas en el contexto de manifestaciones, reuniones, movilizaciones o concentraciones públicas, así como modificar la consecuencia punitiva prevista en el artículo 353A del mismo Código.
De conformidad con el artículo 7 de la Ley 819 de 2003, los proyectos de ley que ordenen gasto público o concedan beneficios tributarios deben hacer explícito su impacto fiscal y ser compatibles con el Marco Fiscal de Mediano Plazo. En el presente caso, la iniciativa no ordena directamente la creación de gasto público, no establece beneficios tributarios ni dispone la creación de una nueva estructura administrativa, razón por la cual su implementación se desarrollará a través de las competencias y capacidades institucionales existentes.
El presente proyecto de ley es una iniciativa de carácter penal y de política criminal que no contempla la creación de nuevas entidades, dependencias, plantas de personal, programas administrativos ni apropiaciones presupuestales específicas a cargo de la Nación. La iniciativa tiene por objeto adicionar un nuevo tipo penal a la Ley 599 de 2000 – Código Penal, relacionado con el uso del ocultamiento de identidad como medio para facilitar la comisión de conductas delictivas en el contexto de manifestaciones, reuniones, movilizaciones o concentraciones públicas, así como modificar la consecuencia punitiva prevista en el artículo 353A del mismo Código.
De conformidad con el artículo 7 de la Ley 819 de 2003, los proyectos de ley que ordenen gasto público o concedan beneficios tributarios deben hacer explícito su impacto fiscal y ser compatibles con el Marco Fiscal de Mediano Plazo. En el presente caso, la iniciativa no ordena directamente la creación de gasto público, no establece beneficios tributarios ni dispone la creación de una nueva estructura administrativa, razón por la cual su implementación se desarrollará a través de las competencias y capacidades institucionales existentes.

10. PROPOSICIÓN 
Con base en las anteriores consideraciones, presentamos ponencia positiva y solicitamos respetuosamente a la Comisión Primera de la Cámara de Representantes, dar trámite para primer debate al Proyecto de Ley No. 309 de 2026, Cámara, “Por medio de la cual se modifican y adicionan disposiciones de la Ley 599 de 2000, con el fin de sancionar la utilización del ocultamiento de identidad para facilitar la comisión de acto vandálico en el contexto de manifestaciones públicas, y se dictan otras disposiciones - Ley Anti Capuchos”, conforme al texto propuesto.

Cordialmente,


Jaime Ignacio Arizabaleta 
Representante a la Cámara
Centro Democrático
11. TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY No. 023 DE 2026, CÁMARA.

“Por medio de la cual se modifican y adicionan disposiciones de la Ley 599 de 2000, con el fin de sancionar la utilización del ocultamiento de identidad para facilitar la comisión de acto vandálico en el contexto de manifestaciones públicas, y se dictan otras disposiciones - Ley Anti Capuchos”.
EL CONGRESO DE COLOMBIA
DECRETA:
“Por medio de la cual se modifican y adicionan disposiciones de la Ley 599 de 2000, con el fin de sancionar la utilización del ocultamiento de identidad para facilitar la comisión de acto vandálico en el contexto de manifestaciones públicas, y se dictan otras disposiciones - Ley Anti Capuchos.”
Artículo 1°. Objeto. La presente Ley tiene por objeto adoptar medidas para sancionar la comisión de acto vandálico valiéndose del ocultamiento de la identidad en el contexto de manifestaciones públicas así como también modificar la pena imponible en el artículo 353A de la Ley 599 de 2000.
Artículo 2°. Definiciones. Para todos los efectos de la presente Ley, se entenderá por:
 ● Ocultamiento de identidad: Utilización deliberada de prendas, máscaras, pasamontañas, elementos u otros medios similares destinados a impedir o dificultar la identificación de una persona con ocasión a la comisión de acto vandálico. 
● Acto vandálico: Toda conducta dolosa ejecutada con ocasión de una manifestación pública, reunión, movilización o concentración pública, y/o que aprovechando su desarrollo, consista en destruir, incendiar, inutilizar o deteriorar de manera grave bienes públicos o privados, invadir u ocupar violentamente bienes inmuebles o establecimientos; o ejercer violencia física contra una o más personas. 
● Artefactos o elementos peligrosos de fabricación artesanal: Todo objeto, sustancia, elemento o instrumento elaborado, adaptado o improvisado con la finalidad de causar lesiones a las personas, afectar bienes públicos o privados, alterar gravemente el orden público o facilitar la comisión de conductas punibles durante manifestaciones públicas. Comprende, entre otros, artefactos explosivos artesanales, bombas incendiarias, sustancias corrosivas y objetos modificados con capacidad ofensiva.
Artículo 3°. Adiciónese al Libro II, Parte Especial, Título XII, Delitos contra la Seguridad Pública, de la Ley 599 de 2000, el siguiente artículo 353C, el cual quedará así: 
“Artículo 353C. Acto vandálico mediante el ocultamiento de identidad. El que cometa acto vandálico aprovechándose del ocultamiento de su identidad, con ocasión de una manifestación pública, reunión, movilización o concentración pública, o aprovechando su desarrollo incurrirá en pena de prisión de cincuenta y cuatro meses (54) a noventa y seis (96) meses y multa de cincuenta (50) a doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
La pena imponible para la conducta descrita en este artículo se aumentará de la mitad a las dos terceras partes, si la conducta la realiza así: 
1. Se utilicen artefactos o elementos peligrosos de fabricación artesanal, explosivos, sustancias corrosivas o cualquier otro medio idóneo para causar grave daño a las personas o a los bienes públicos y privados. 
2. La conducta recae sobre establecimientos educativos, instituciones prestadoras de servicios de salud, instalaciones de los organismos de socorro, bienes de interés cultural, infraestructura de servicios públicos esenciales.
Artículo 4°. Modifíquese el artículo 353A de la Ley 599 del 2000, el cual quedará así: 
“Artículo 353A. Obstrucción a vías públicas que afecten el orden público.
 El que por medios ilícitos incite, dirija, constriña o proporcione los medios para obstaculizar de manera temporal o permanente, selectiva o general, las vías o la infraestructura de transporte de tal manera que atente contra la vida humana, la salud pública, la seguridad alimentaria, el medio ambiente o el derecho al trabajo, incurrirá en prisión de cincuenta y cuatro meses (54) a noventa y seis meses (96) y multa de cincuenta (50) a doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales vigentes y pérdida de inhabilidad de derechos y funciones públicas por el mismo término de la pena de prisión. 
PARÁGRAFO. Se excluyen del presente artículo las movilizaciones realizadas con permiso de la autoridad competente en el marco del artículo 37 de la Constitución Política. 
Artículo 5°. Vigencia y derogatorias. La presente Ley rige a partir de la fecha de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.
[bookmark: _heading=h.3awmd4uq3s1e]
Cordialmente,


Jaime Ignacio Arizabaleta
Representante a la Cámara
Centro Democrático



		2

[image: ]
[image: ][image: ][image: ]Carrera 7 N° 8 – 68 Ed. Nuevo del Congreso – PBX: (+57) 60 1 3904050 – Email: jaime.arizabaleta@camara.gov.co
Bogota D.C.1
image1.png
L ‘-'-I JAIME
I | ARIZABALETA




image2.jpeg




